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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La parte actora interpuso recurso contencioso
administrativo mediante escrito de demanda, en la que, tras
exponer los hechos y fundamentos que considerdé gque eran de
aplicacién al caso, termindé solicitando que se ‘“estime el
presente recurso contencioso-administrativo y, en su virtud:

Declare no ser conforme a Derecho la Resolucidn de 30 de
abril de 2024 (documento 2 anterior), del Consejo Econdmico-
Administrativo del Ayuntamiento de Cartagena desestimatoria de
la reclamacion econémico-administrativa que se habia
interpuesto contra la resolucidén 5194 de 15-03-2023 (documento
3 anterior), resolutoria del recurso de reposicidn que también
se habia interpuesto contra la autoliquidacidén abonada el 8-
11-2022 (documento 4 anterior) . Debiendo declararse en
definitiva 1incorrectas 'y, por tanto, 1invdlidas tanto Ila
autoliquidacidén abonada el 8-11-2022 por 2.070,60 € como la
correctora de nuestro recurso de reposicidén contra dicha
autoliquidacién por 2.520,91 € (y, por supuesto, todos 1los
incrementos que la misma ha experimentado) . Debiendo
declararse que el valor real de la obra solo puede ser el que
consta en la factura que por nuestros representados fue
aportada con su Reclamacidén Econdmico administrativa de 14-6-
2023 (con sello de entrada de 15-6-2023) como documento 3
acompariado a la misma y que se acomapafla al presente como
documento 6. Siendo, por tanto correctas todas las
impugnaciones de nuestros mandantes, a los que la
Administracidén demandada tendrda que devolver los 482,00 € que
se reclamaban incialmente, mas los 500,21 € abonados
posteriormente con motivo de 1la providencia de apremio, para
evitar el embargo de sus cuentas bancarias, con los intereses
que correspondan.”.

SEGUNDO.- Tras los oportunos trémites procesales que son
de ver en las actuaciones, y habiéndose recabado el expediente
de la Administracién demandada, se citdé a las partes para la
vista seflalada el dia 24 de marzo de 2025.

TERCERO.- El dia sefialado tuvo lugar el acto de juicio, en
el que la parte recurrente se ratificdé en su escrito de
demanda y la demandada contestd de viva voz a la misma.

Una vez admitidas las pruebas propuestas por las partes y
que se entendieron pertinentes, y practicadas las admitidas,
tras las conclusiones de los letrados dquedaron los autos
vistos para sentencia.

CUARTO.- En el presente procedimiento se han observado, en
esencia, todas las prescripciones legales, excepto el plazo
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para dictar sentencia debido a la carga de trabajo gque soporta
esta Seccidén Contenciosa.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- OBJETO DEL RECURSO Y ALEGACIONES DE LAS PARTES.-

Es objeto del presente recurso contencioso-administrativo
“la Resolucidén de 30 de abril de 2024, del Consejo Econdémico
Administrativo del Ayuntamiento de Cartagena, que desestima la
reclamacion econdémico administrativa Iinterpuesta contra la
resolucién n® 5194 de 15-03-2023 “DECRETO 2022-ICIO/203 - SEGRA
404602, que habia resuelto desestimandolo el Recurso de
Reposocidén y Solicitud de Devolucidn de Ingresos Indebidos
interpuesto por nuestros mandantes contra el ICIO pagado y
agravando el mismo en cuanto a lo que habia sido recurrido.
Debiendo considerarse impugnada también, obviamente, esta Ultima
resolucidon mencionada, asi como la autoliquidacidn abonada que
consideré el costo de la obra 51.765,00 €, cuando realmente
ascendié solo a 39.700,00 €.7.

Que la parte actora basa su recurso en las siguientes
alegaciones que pasamos a relacionar, de forma resumida:

.— Que el 24 de octubre de 2022 la liquidacidén tributaria
22/62/695 se gird por 2.520’91 € tomando como base imponible la
cantidad de 63.022'80 €.

Sin embargo, esta liquidacidén nunca llegd a conocimiento de
los actores porque, como reconoce la propia administracidn, su
notificacidén se practicd por medios electrdnicos a pesar de que
los interesados nunca solicitaron que las notificaciones se
practicaran por esta via, y por ello la notificacidén de esta
liquidacién tributaria 22/62/695 se entendid rechazada por el
transcurso de diez naturales, sin que el interesado accediera a
su contenido.

.~  Que, como los actores nunca llegaron a tener
conocimiento de la anterior liquidacidén, razdén por la cual
también es imposible que pudieran recurrirla, el 8 de noviembre
de 2022, convencidos de estar aplicando los mdédulos recogidos en
la Ordenanza reguladora del ICIO para liquidar provisionalmente,
abonaron la autoliquidacién 07240 0031507 6, que ascendid a
2.070760 €, partiendo de una base de 51.765700 €.

.— Que, no obstante, esta autoliquidaciédn era meramente
provisional, y por ello debia ser corregida con una liquidacidén
definitiva que recogiera el valor real a que obliga la Ordenanza
municipal. Por este motivo, los actores interpusieron recurso de
reposicidén contra la anterior autoliquidacidén debido a que segln
resultaba del contrato de realizacién de obra (documento 5) y de
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la factura abonada al constructor (documento 6), la tasa
resultante debia ser de 1.588’00 € por cuanto se debia aplicar
una base imponible de solo 39.700’00 €.

.— Que el anterior recurso de reposicidén fue desestimado
por la resolucidén del Ayuntamiento de Cartagena de 15 de marzo
de 2023, contra la que se interpuso la reclamacidén ante el
Consejo Econdémico Administrativo de Cartagena, que en fecha 15
de abril de 2024 dictdé la resolucidn desestimatoria, que es
objeto del presente procedimiento, estableciendo ambas
resoluciones que la tasa por ICIO en este caso debia ascender
2.520791 € por cuanto la base imponible que habia gque tomar en
consideracién era de 63.022’80 €, esto es, 1las cantidades
fijadas en la liquidacidén girada el 24 de octubre de 2022, gue
nunca llegd a notificarse a los actores.

.— Que los anteriores actos son contrarios a derecho por
los siguientes motivos:

1.- Porque son contrarios a lo establecido en el articulo 5
de la Ordenanza Reguladora del Impuesto Sobre Construcciones,
Instalaciones vy Obras, aprobada por el Pleno del Excmo.
Ayuntamiento de Cartagena el 28 de diciembre de 2021, esto es:
“La base imponible del Impuesto estd constituida por el coste
real 'y efectivo de la construccidén, instalacidn u obra
entendiéndose por tal, a estos efectos, el coste de ejecuciodn
material de aquélla”, y al articulo 9.3 de dicha Ordenanza que

dispone “El1 pago de la autoliquidacidn presentada tendra
cardcter provisional y serd a cuenta de la 1liquidacidn
definitiva que se practique una vez terminadas las

construcciones, 1instalaciones u obras. La base Imponible de la
autoliquidacidon provisional se determinara en funcidon de 1os
modulos que, para cada tipo de obras o 1instalaciones, se
establecen en el ANEXO de la presente Ordenanza o, cuando esto
no resulte factible, en funcidén del presupuesto presentado por
el interesado”, ya que la base imponible aplicada no tuvo en
cuenta el coste real de realizacidén de 1la obra, siendo la
autoliquidacién formulada por los actores el 8 de noviembre de
2022 meramente provisional, y no definitiva, que es a la que se
refiere el articulo 9.8 de la citada Ordenanza.

2.- Porque en modo alguno la Administracidén puede utilizar
la resolucidén de un recurso de reposicidédn para dejar al
recurrente en peor situacidén de la que tenia cuando planted su
recurso y en virtud de la cual recurrié (Art. 119.3 de la Ley
39/2015 del Procedimiento Administrativo Comun de las
Administraciones Publicas), puesto que si no hubiera recurrido
la tasa que hubiera pagado seria la de la autoliquidacién de 8
de noviembre de 2022 por importe de 2.070’60 € y no la de la
liquidacién de 24 de octubre de 2022 por importe de 2.520’91 €,
la cual nunca le fue notificada a los actores.
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Por su parte, la defensa del Ayuntamiento de Cartagena se
opuso a la demanda remitiéndose a los fundamentos de la
resolucidén recurrida, basicamente:

.~ Que calcular el ICIO conforme a un presupuesto de parte
es simplemente un criterio subsidiario que establece ese
articulo 9 de la Ordenanza, al gque sbélo se puede acudir en el
caso de que no sea posible calcular el ICIO sobre la base de los
médulos establecidos en el anexo de dicha Ordenanza municipal

.— Que la ligquidacidén se practicd con respeto absoluto a la
legalidad, vya gque se hizo conforme al primer criterio que
establece el articulo 9 de 1la Ordenanza municipal sobre el
impuesto y no cabe recurrir al criterio subsidiario, que es el
que pretende la parte actora de forma interesada, por lo gque no
se perjudicd en ningln caso al administrado, ni se conculcd la
prohibicién de la reformatio in peius.

SEGUNDO.- RESOLUCION DE LA CONTROVERSIA.-

1.-) En el presente caso, comenzando con las alegaciones
procedimentales, hay que decir que, con independencia del
nombre que se le diera al escrito presentado el 7 de diciembre
de 2022 por la parte actora (folios 5 vy siguientes del
expediente administrativo), lo cierto es que el Decreto
dictado por el Ayuntamiento el 15 de marzo de 2023 se dictd
para responder a las alegaciones contenidas en dicho escrito,
tal y como resulta de dicha resolucidén cuando dice "“Wisto
escrito presentado por D./D?. con NIF

y por D./D?%. con NIF ,
en fecha 12 de diciembre de 2022, en el que solicita
devolucidn parcial de la cantidad abonada, mediante
autoliquidacion 07240 0031507 6, en concepto de Impuesto sobre
Construcciones, Instalaciones y Obras e 1Importe de 2.070,60
euros, por cuanto alega error en el Presupuesto de Ejecucion
Material.”.

Por tanto, no podemos compartir las consideraciones que se
hacen en el fundamento de derecho primero de la Resolucién del
Consejo Econdémico Administrativo de Cartagena de 30 de abril
de 2024, esto es:

“E1 objeto de la presente reclamacidon lo constituye el
Decreto de fecha 15 de marzo de 2023, frente al que no se
presentd Recurso de Reposicidén previamente a 1la presente
Reclamacidén Econdmico-Administrativa, por mas que en la
reclamacion se haga valer que se acciona ante una
desestimacidén de recurso de reposicidén, ello no es asi.

Lo recurrido en reposicidén es una autoliquidaciodn
provisional confeccionada por los propios interesados y que
luego, es anulada en base a un 1informe de los Servicios
Técnicos de Intervencién Urbanistica por el OGT. Ese recurso
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de reposicién presentado en correos el 7 de diciembre de 2022,
no es el objeto de 1la presente reclamacién, ni se hace
referencia alguna a él en el Decreto impugnado.

La resolucidn impugnada es el Decreto de fecha 15 de marzo
de 2023, que anula la liquidacidén provisional exaccionada a
los reclamantes por importe de 2.520,91.-Euros y acuerda girar
nueva Jliquidacidén provisional complementaria, teniendo en
cuenta el 1importe ya abonado por ellos en régimen de
autoliquidacidn.”.

No obstante, es conocida la doctrina jurisprudencial segln
la cual la vulneracidn de tramites preceptivos del
procedimiento sélo es determinante de nulidad si genera
indefensién, y en este caso la actuacidén de la administracidn
no le ha generado ninguna indefensidén a los recurrentes.

Y es que, si bien es verdad que lo correcto procesalmente
por parte de la administracién hubiera sido declarar la
nulidad del procedimiento retrotrayéndolo al momento
inmediatamente anterior al momento de notificar la liquidacidn
de 24 de octubre de 2022, el resultado habria sido exactamente
el mismo que con el acordado en la resolucién de 15 de marzo
de 2023.

Es decir, se le habria notificado en forma a 1los
recurrentes la liquidacidén por importe 2.520’91 €, dandoles la
posibilidad de recurrir, y en caso de recurrir, el recurso
habria sido desestimado por cuanto tanto el Ayuntamiento como
el Consejo Econdémico Administrativo entienden que la tasa del
ICIO, conforme al articulo 9 de la correspondiente Ordenanza,
debe calcularse con arreglo a los mbédulos que figuran en el
Anexo, siendo el presupuesto de ejecucidn material un criterio
subsidiario para los supuestos en los que no fuera posible
aplicar dichos médulos, lo cual no ocurre en este caso. Y
obviamente, al haber ingresado ya los actores en virtud de su
autoliquidacién de 8 de noviembre de 2022 1la cantidad de
2.070"60 euros, dicha cantidad habria de ser descontada de los
2.520791 € fijados como tasa.

En lugar de lo anterior, el Ayuntamiento en su Resolucidn
de 15 de marzo de 2023 acorddé anular la liquidacidén de 24 de
octubre de 2022 y girar una nueva complementaria por el mismo
importe pero teniendo en cuenta lo vya ingresado por los
actores en virtud de su autoliquidacidédn de 8 de noviembre de
2022, sin que pueda haber reformatio in peius cuando 1lo
recurrido por los actores fue su propia autoliquidacidén y no
una liquidacién practicada por el Ayuntamiento (es decir, el
Ayuntamiento nunca decididé que la tasa a ingresar fuera la de
la autoliquidacidén de 8 de noviembre de 2022 por importe de
2.070760 euros), y cuando ademés el apartado 5 del articulo 9
de la Ordenanza dice "“5.- Cuando los sujetos pasivos no hayan
abonado 1la correspondiente autoliquidacidén por el Iimpuesto,
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en los plazos anteriormente senalados, o se hubiera
presentado y abonado aquella por cantidad inferior a la cuota
que resulte de la aplicacién de los mdédulos, el Organo de
Gestidén Tributaria practicara 1la liquidacidén complementaria
que proceda, todo ello sin perjuicio de la 1liquidacidn
definitiva que en su momento se realice.”. Los actores
interpusieron reclamacidén contra esta resolucidén de 15 de
marzo de 2023 ante el Consejo Econdémico Administrativo de
Cartagena, que resolvié el 30 de abril de 2024 dicha
reclamacidén en sentido desestimatorio.

Por tanto, es plenamente aplicable la doctrina contenida
en la SAN de 20 de marzo de 2024 (recurso n° 799/2022) que
declara ‘“como se viene razonado reliteradamente por esta
Seccidn (entre otras, en las sentencias de 22 de septiembre de
2021 -recurso 377/2020- y 24 de noviembre de 2021 -recurso
65/2021-), constituye jurisprudencia reiterada la de que, en
las infracciones procedimentales, no existe indefensién si, a
pesar de la omisién de un tramite preceptivo el interesado ha
tenido ocasién de alegar a 1lo largo del procedimiento
administrativo, o en via del recurso administrativo o
jurisdiccional, todo lo que no pudo alegar al omitirse dicho
tramite (por todas, sentencia del Tribunal Supremo de 20 de
junio de 2012 -casacidén recurso 2144/2009-), siendo lo cierto
que en este proceso judicial la parte actora ha podido
desplegar cuantas alegaciones y practicar cuanta prueba ha
considerado procedente, por lo que tampoco aqui se ha causado
indefensidn.”.

2.-) Y acerca de la cuestidédn de fondo, debemos examinar si
con arreglo a la Ordenanza Municipal la base imponible del
ICIO debe calcularse con arreglo a los mbédulos fijados en el
Anexo de dicha Ordenanza, como defiende la administracidn
demandada; o debe calcularse en base al coste real de la obra,
como sostiene la parte actora.

Pues bien, el precepto clave de la Ordenanza municipal
para resolver esta cuestidn es el 9 en sus apartados 3 y 5 con
la redaccidén que figura en el BORM n° 30, de 31 de diciembre
de 2020, por ser la aplicable al ICIO objeto de autos, y que
establecen:

“3.- E1 pago de la autoliquidaciodon presentada tendra
cardcter provisional y serd a cuenta de la 1liquidaciodn
definitiva que se practique una vez terminadas las
construcciones, instalaciones u obras. La base imponible de la
autoliquidacién provisional se determinard en funcién de los
médulos que, para cada tipo de obras o instalaciones, se
establecen en el ANEXO de la presente Ordenanza o, cuando esto
no resulte factible, en funcién del presupuesto presentado por
el interesado.
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No serd aplicable este sistema de médulos a las
instalaciones, construcciones 'y obras cuyo presupuesto de
ejecucidon material sea superior a 1.000.000,00 euros.”.

.— "“5.- Cuando los sujetos pasivos no hayan abonado la
correspondiente autoliquidacidn por el impuesto, en los plazos
anteriormente seflalados, o se hubiera presentado y abonado
aquella por cantidad inferior a la cuota que resulte de la
aplicacién de los médulos, el Organo de Gestién Tributaria
practicara la liquidacién complementaria que proceda, todo
ello sin perjuicio de 1la 1liquidacidén definitiva que en su
momento se realice.”.

Asi pues, el apartado tercero del articulo 9 deja claro
que la forma de calcular la base imponible es con arreglo a
los mdédulos que se establecen en el Anexo de la propia
Ordenanza, y que sdlo puede determinarse la base imponible del
impuesto con arreglo al presupuesto de ejecucidén material
cuando no sea factible utilizar los médulos para practicar la
liquidacidén, lo cual no ocurre en nuestro caso.

Pero es que, ademéds, el apartado 5 afilade que si 1la
cantidad que se hubiera abonado al presentar la
autoliquidacidén fuera inferior a la cuota que resultara de
aplicar los médulos, que es precisamente lo que ocurre también
en nuestro caso (ya que la parte actora pretende gque se tome
como base imponible con caracter principal 39.700700 €
atendiendo al contrato de realizacidén de obra y a la factura
abonada al constructor -que ya hemos visto que no procede
porque la base imponible se tiene que determinar con arreglo a
los mdédulos del anexo de la Ordenanza-, © con caracter
subsidiario una base imponible de 51.765'00 € que fue la que
calculd la propia parte actora con arreglo a los médulos en la
autoliquidacién que presentdé el 8 de noviembre de 2022 -lo
cual tampoco procede por cuanto no ha acreditado en modo
alguno que ese calculo sea el correcto frente al efectuado por
la administracidén, debiendo recordarse aqui la presuncidén que
se contiene en el articulo 77.5 LPAC 39/2015-), el Organo de
Gestidén Tributaria  habria de practicar la liquidacién
complementaria que procediera, dque es también lo que ha
ocurrido en el presente caso.

Todo 1lo anterior determina que la demanda deba ser
integramente desestimada.

TERCERO.- COSTAS.-

En materia de costas, en base a lo establecido en el
articulo 139 de la LJCA, dado que no se aprecia mala fe ni
temeridad en la conducta procesal de ninguna de las partes, se
opta por la no imposicidén de costas, de modo que cada parte
habréd de abonar las costas causadas a su instancia y las
comunes por mitad.
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Vistos los articulos citados vy demds de general vy
pertinente aplicaciédn

FALLDO
so i entacidén de
y contra la
Res abri Econdmico

Administrativo del Ayuntamiento de Cartagena, desestimatoria de
la reclamacién econdémico administrativa interpuesta contra la
resoluciédn n® 5194 de 15-03-2023 “DECRETO 2022-ICIO/203-SEGRA
404602, de 15 de marzo de 2023; declaro dichas resoluciones
conformes a derecho; debiendo abonar cada parte las costas
causadas a su instancia y las comunes por mitad.

Notifiquese la presente resolucidén a las partes,
haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso ordinario
alguno.

Asi por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

La difusidén del texto de esta resolucidédn a partes no interesadas en el proceso en el que ha
sido dictada sélo podrd llevarse a cabo previa disociacién de los datos de caréacter personal
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantia del anonimato de las
victimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolucidén no podrén ser cedidos, ni comunicados con
fines contrarios a las leyes.
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	CUARTO.- En el presente procedimiento se han observado, en esencia, todas las prescripciones legales, excepto el plazo para dictar sentencia debido a la carga de trabajo que soporta esta Sección Contenciosa.
	FUNDAMENTOS DE DERECHO
	PRIMERO.- OBJETO DEL RECURSO Y ALEGACIONES DE LAS PARTES.-
	Es objeto del presente recurso contencioso-administrativo “la Resolución de 30 de abril de 2024, del Consejo Económico Administrativo del Ayuntamiento de Cartagena, que desestima la reclamación económico administrativa interpuesta contra la resolución nº 5194 de 15-03-2023 “DECRETO 2022-ICIO/203 – SEGRA 404602, que había resuelto desestimándolo el Recurso de Reposoción y Solicitud de Devolución de Ingresos Indebidos interpuesto por nuestros mandantes contra el ICIO pagado y agravando el mismo en cuanto a lo que había sido recurrido. Debiendo considerarse impugnada también, obviamente, esta última resolución mencionada, así como la autoliquidación abonada que consideró el costo de la obra 51.765,00 €, cuando realmente ascendió solo a 39.700,00 €.”.
	Que la parte actora basa su recurso en las siguientes alegaciones que pasamos a relacionar, de forma resumida:
	.- Que el 24 de octubre de 2022 la liquidación tributaria 22/62/695 se giró por 2.520’91 € tomando como base imponible la cantidad de 63.022’80 €.
	Sin embargo, esta liquidación nunca llegó a conocimiento de los actores porque, como reconoce la propia administración, su notificación se practicó por medios electrónicos a pesar de que los interesados nunca solicitaron que las notificaciones se practicaran por esta vía, y por ello la notificación de esta liquidación tributaria 22/62/695 se entendió rechazada por el transcurso de diez naturales, sin que el interesado accediera a su contenido.
	.- Que, como los actores nunca llegaron a tener conocimiento de la anterior liquidación, razón por la cual también es imposible que pudieran recurrirla, el 8 de noviembre de 2022, convencidos de estar aplicando los módulos recogidos en la Ordenanza reguladora del ICIO para liquidar provisionalmente, abonaron la autoliquidación 07240 0031507 6, que ascendió a 2.070’60 €, partiendo de una base de 51.765’00 €.
	.- Que, no obstante, esta autoliquidación era meramente provisional, y por ello debía ser corregida con una liquidación definitiva que recogiera el valor real a que obliga la Ordenanza municipal. Por este motivo, los actores interpusieron recurso de reposición contra la anterior autoliquidación debido a que según resultaba del contrato de realización de obra (documento 5) y de la factura abonada al constructor (documento 6), la tasa resultante debía ser de 1.588’00 € por cuanto se debía aplicar una base imponible de solo 39.700’00 €.
	.- Que el anterior recurso de reposición fue desestimado por la resolución del Ayuntamiento de Cartagena de 15 de marzo de 2023, contra la que se interpuso la reclamación ante el Consejo Económico Administrativo de Cartagena, que en fecha 15 de abril de 2024 dictó la resolución desestimatoria, que es objeto del presente procedimiento, estableciendo ambas resoluciones que la tasa por ICIO en este caso debía ascender 2.520’91 € por cuanto la base imponible que había que tomar en consideración era de 63.022’80 €, esto es, las cantidades fijadas en la liquidación girada el 24 de octubre de 2022, que nunca llegó a notificarse a los actores.
	.- Que los anteriores actos son contrarios a derecho por los siguientes motivos:
	1.- Porque son contrarios a lo establecido en el artículo 5 de la Ordenanza Reguladora del Impuesto Sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, aprobada por el Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Cartagena el 28 de diciembre de 2021, esto es: “La base imponible del Impuesto está constituida por el coste real y efectivo de la construcción, instalación u obra entendiéndose por tal, a estos efectos, el coste de ejecución material de aquélla”, y al artículo 9.3 de dicha Ordenanza que dispone “El pago de la autoliquidación presentada tendrá carácter provisional y será a cuenta de la liquidación definitiva que se practique una vez terminadas las construcciones, instalaciones u obras. La base imponible de la autoliquidación provisional se determinará en función de los módulos que, para cada tipo de obras o instalaciones, se establecen en el ANEXO de la presente Ordenanza o, cuando esto no resulte factible, en función del presupuesto presentado por el interesado”, ya que la base imponible aplicada no tuvo en cuenta el coste real de realización de la obra, siendo la autoliquidación formulada por los actores el 8 de noviembre de 2022 meramente provisional, y no definitiva, que es a la que se refiere el artículo 9.8 de la citada Ordenanza.
	2.- Porque en modo alguno la Administración puede utilizar la resolución de un recurso de reposición para dejar al recurrente en peor situación de la que tenía cuando planteó su recurso y en virtud de la cual recurrió (Art. 119.3 de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas), puesto que si no hubiera recurrido la tasa que hubiera pagado sería la de la autoliquidación de 8 de noviembre de 2022 por importe de 2.070’60 € y no la de la liquidación de 24 de octubre de 2022 por importe de 2.520’91 €, la cual nunca le fue notificada a los actores.
	Por su parte, la defensa del Ayuntamiento de Cartagena se opuso a la demanda remitiéndose a los fundamentos de la resolución recurrida, básicamente:
	.- Que calcular el ICIO conforme a un presupuesto de parte es simplemente un criterio subsidiario que establece ese artículo 9 de la Ordenanza, al que sólo se puede acudir en el caso de que no sea posible calcular el ICIO sobre la base de los módulos establecidos en el anexo de dicha Ordenanza municipal
	.- Que la liquidación se practicó con respeto absoluto a la legalidad, ya que se hizo conforme al primer criterio que establece el artículo 9 de la Ordenanza municipal sobre el impuesto y no cabe recurrir al criterio subsidiario, que es el que pretende la parte actora de forma interesada, por lo que no se perjudicó en ningún caso al administrado, ni se conculcó la prohibición de la reformatio in peius.
	SEGUNDO.- RESOLUCIÓN DE LA CONTROVERSIA.-
	1.-) En el presente caso, comenzando con las alegaciones procedimentales, hay que decir que, con independencia del nombre que se le diera al escrito presentado el 7 de diciembre de 2022 por la parte actora (folios 5 y siguientes del expediente administrativo), lo cierto es que el Decreto dictado por el Ayuntamiento el 15 de marzo de 2023 se dictó para responder a las alegaciones contenidas en dicho escrito, tal y como resulta de dicha resolución cuando dice “Visto escrito presentado por D./Dª. CAVAS DIAZ FRANCISCO con NIF 74352178D y por D./Dª. CAVAS DIAZ ANTONIO con NIF 22902788D, en fecha 12 de diciembre de 2022, en el que solicita devolución parcial de la cantidad abonada, mediante autoliquidación 07240 0031507 6, en concepto de Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras e importe de 2.070,60 euros, por cuanto alega error en el Presupuesto de Ejecución Material.”.
	Por tanto, no podemos compartir las consideraciones que se hacen en el fundamento de derecho primero de la Resolución del Consejo Económico Administrativo de Cartagena de 30 de abril de 2024, esto es:
	“El objeto de la presente reclamación lo constituye el Decreto de fecha 15 de marzo de 2023, frente al que no se presentó Recurso de Reposición previamente a la presente Reclamación Económico-Administrativa, por más que en la reclamación se haga valer que se acciona ante una desestimación de recurso de reposición, ello no es así.
	Lo recurrido en reposición es una autoliquidación provisional confeccionada por los propios interesados y que luego, es anulada en base a un informe de los Servicios Técnicos de Intervención Urbanística por el OGT. Ese recurso de reposición presentado en correos el 7 de diciembre de 2022, no es el objeto de la presente reclamación, ni se hace referencia alguna a él en el Decreto impugnado.
	La resolución impugnada es el Decreto de fecha 15 de marzo de 2023, que anula la liquidación provisional exaccionada a los reclamantes por importe de 2.520,91.-Euros y acuerda girar nueva liquidación provisional complementaria, teniendo en cuenta el importe ya abonado por ellos en régimen de autoliquidación.”.
	No obstante, es conocida la doctrina jurisprudencial según la cual la vulneración de trámites preceptivos del procedimiento sólo es determinante de nulidad si genera indefensión, y en este caso la actuación de la administración no le ha generado ninguna indefensión a los recurrentes.
	Y es que, si bien es verdad que lo correcto procesalmente por parte de la administración hubiera sido declarar la nulidad del procedimiento retrotrayéndolo al momento inmediatamente anterior al momento de notificar la liquidación de 24 de octubre de 2022, el resultado habría sido exactamente el mismo que con el acordado en la resolución de 15 de marzo de 2023.
	Es decir, se le habría notificado en forma a los recurrentes la liquidación por importe 2.520’91 €, dándoles la posibilidad de recurrir, y en caso de recurrir, el recurso habría sido desestimado por cuanto tanto el Ayuntamiento como el Consejo Económico Administrativo entienden que la tasa del ICIO, conforme al artículo 9 de la correspondiente Ordenanza, debe calcularse con arreglo a los módulos que figuran en el Anexo, siendo el presupuesto de ejecución material un criterio subsidiario para los supuestos en los que no fuera posible aplicar dichos módulos, lo cual no ocurre en este caso. Y obviamente, al haber ingresado ya los actores en virtud de su autoliquidación de 8 de noviembre de 2022 la cantidad de 2.070’60 euros, dicha cantidad habría de ser descontada de los 2.520’91 € fijados como tasa.
	En lugar de lo anterior, el Ayuntamiento en su Resolución de 15 de marzo de 2023 acordó anular la liquidación de 24 de octubre de 2022 y girar una nueva complementaria por el mismo importe pero teniendo en cuenta lo ya ingresado por los actores en virtud de su autoliquidación de 8 de noviembre de 2022, sin que pueda haber reformatio in peius cuando lo recurrido por los actores fue su propia autoliquidación y no una liquidación practicada por el Ayuntamiento (es decir, el Ayuntamiento nunca decidió que la tasa a ingresar fuera la de la autoliquidación de 8 de noviembre de 2022 por importe de 2.070’60 euros), y cuando además el apartado 5 del artículo 9 de la Ordenanza dice “5.- Cuando los sujetos pasivos no hayan abonado la correspondiente autoliquidación por el impuesto, en los plazos anteriormente señalados, o se hubiera presentado y abonado aquella por cantidad inferior a la cuota que resulte de la aplicación de los módulos, el Órgano de Gestión Tributaria practicara la liquidación complementaria que proceda, todo ello sin perjuicio de la liquidación definitiva que en su momento se realice.”. Los actores interpusieron reclamación contra esta resolución de 15 de marzo de 2023 ante el Consejo Económico Administrativo de Cartagena, que resolvió el 30 de abril de 2024 dicha reclamación en sentido desestimatorio.
	Por tanto, es plenamente aplicable la doctrina contenida en la SAN de 20 de marzo de 2024 (recurso nº 799/2022) que declara “como se viene razonado reiteradamente por esta Sección (entre otras, en las sentencias de 22 de septiembre de 2021 -recurso 377/2020- y 24 de noviembre de 2021 -recurso 65/2021-), constituye jurisprudencia reiterada la de que, en las infracciones procedimentales, no existe indefensión si, a pesar de la omisión de un trámite preceptivo el interesado ha tenido ocasión de alegar a lo largo del procedimiento administrativo, o en vía del recurso administrativo o jurisdiccional, todo lo que no pudo alegar al omitirse dicho trámite (por todas, sentencia del Tribunal Supremo de 20 de junio de 2012 -casación recurso 2144/2009-), siendo lo cierto que en este proceso judicial la parte actora ha podido desplegar cuantas alegaciones y practicar cuanta prueba ha considerado procedente, por lo que tampoco aquí se ha causado indefensión.”.
	2.-) Y acerca de la cuestión de fondo, debemos examinar si con arreglo a la Ordenanza Municipal la base imponible del ICIO debe calcularse con arreglo a los módulos fijados en el Anexo de dicha Ordenanza, como defiende la administración demandada; o debe calcularse en base al coste real de la obra, como sostiene la parte actora.
	Pues bien, el precepto clave de la Ordenanza municipal para resolver esta cuestión es el 9 en sus apartados 3 y 5 con la redacción que figura en el BORM nº 30, de 31 de diciembre de 2020, por ser la aplicable al ICIO objeto de autos, y que establecen:
	.- “3.- El pago de la autoliquidación presentada tendrá carácter provisional y será a cuenta de la liquidación definitiva que se practique una vez terminadas las construcciones, instalaciones u obras. La base imponible de la autoliquidación provisional se determinará en función de los módulos que, para cada tipo de obras o instalaciones, se establecen en el ANEXO de la presente Ordenanza o, cuando esto no resulte factible, en función del presupuesto presentado por el interesado.
	No será aplicable este sistema de módulos a las instalaciones, construcciones y obras cuyo presupuesto de ejecución material sea superior a 1.000.000,00 euros.”.
	.- “5.- Cuando los sujetos pasivos no hayan abonado la correspondiente autoliquidación por el impuesto, en los plazos anteriormente señalados, o se hubiera presentado y abonado aquella por cantidad inferior a la cuota que resulte de la aplicación de los módulos, el Órgano de Gestión Tributaria practicara la liquidación complementaria que proceda, todo ello sin perjuicio de la liquidación definitiva que en su momento se realice.”.
	Así pues, el apartado tercero del artículo 9 deja claro que la forma de calcular la base imponible es con arreglo a los módulos que se establecen en el Anexo de la propia Ordenanza, y que sólo puede determinarse la base imponible del impuesto con arreglo al presupuesto de ejecución material cuando no sea factible utilizar los módulos para practicar la liquidación, lo cual no ocurre en nuestro caso.
	Pero es que, además, el apartado 5 añade que si la cantidad que se hubiera abonado al presentar la autoliquidación fuera inferior a la cuota que resultara de aplicar los módulos, que es precisamente lo que ocurre también en nuestro caso (ya que la parte actora pretende que se tome como base imponible con carácter principal 39.700’00 € atendiendo al contrato de realización de obra y a la factura abonada al constructor -que ya hemos visto que no procede porque la base imponible se tiene que determinar con arreglo a los módulos del anexo de la Ordenanza-, o con carácter subsidiario una base imponible de 51.765’00 € que fue la que calculó la propia parte actora con arreglo a los módulos en la autoliquidación que presentó el 8 de noviembre de 2022 -lo cual tampoco procede por cuanto no ha acreditado en modo alguno que ese cálculo sea el correcto frente al efectuado por la administración, debiendo recordarse aquí la presunción que se contiene en el artículo 77.5 LPAC 39/2015-), el Órgano de Gestión Tributaria habría de practicar la liquidación complementaria que procediera, que es también lo que ha ocurrido en el presente caso.
	Todo lo anterior determina que la demanda deba ser íntegramente desestimada.
	TERCERO.- COSTAS.-
	En materia de costas, en base a lo establecido en el artículo 139 de la LJCA, dado que no se aprecia mala fe ni temeridad en la conducta procesal de ninguna de las partes, se opta por la no imposición de costas, de modo que cada parte habrá de abonar las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad.
	Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación
	F A L L O
	DESESTIMO el recurso interpuesto por la representación de D. Antonio Cavas Díaz y D. Francisco Cavas Díaz contra la Resolución de 30 de abril de 2024, del Consejo Económico Administrativo del Ayuntamiento de Cartagena, desestimatoria de la reclamación económico administrativa interpuesta contra la resolución nº 5194 de 15-03-2023 “DECRETO 2022-ICIO/203–SEGRA 404602, de 15 de marzo de 2023; declaro dichas resoluciones conformes a derecho; debiendo abonar cada parte las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad.




